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Baldíos y comunales a finales del Antiguo Régimen. Entre la utilidad 
pública y los intereses privados. Jerez de la Frontera, un caso ejemplar1
Jesús Manuel González Beltrán




El estudio persigue los siguientes objetivos. Primero, captar la importancia cuantitativa y cualitativa 
de las tierras públicas, valorando los aprovechamientos de las mismas. Segundo, analizar las formulas 
de gestión de dichas tierras, teniendo en cuenta los intereses de los diversos grupos socioeconómicos 
e instituciones involucrados. Y tercero, comprobar como los conflictos que se originan pueden llegar a 
modificar o alterar las fórmulas de acceso o los usos de las mencionadas tierras. Todo ello en el marco 
espacial y temporal de la Baja Andalucía a finales del siglo XVIII.
Palabras Clave
Tierras comunales; usos de la tierra; gobierno local; Jerez de la Frontera; siglo XVIII.
Fallows and common land at the end of the Old Regime. Between the public-benefit 
purpose and the private interests. Jerez de la Frontera as an exemplary case
Abstract
The first aim of the study applies to picking up the quantitative and qualitative importance of public land, 
evaluating the exploitation being made of it. The second concerns a management analysis, taking into 
account the interests of the different socio-economic groups of the population involved. And the third is 
to confirm how resulting conflicts can modify or affect the access ways and the use of land. All round-all 
within the spatial and time framework of the Lower Andalusia at the end of the eighteenth century.
Keywords
Common land; use of land; local government Jerez de la Frontera; eighteenth century.
La aportación que aquí se presenta persigue varios objetivos. El primero captar la importancia 
cuantitativa y cualitativa de los baldíos y comunales, valorando no sólo la extensión de los 
mismos, sino también sus formas de aprovechamiento. Interesa observar como la defensa de 
la titularidad y utilidad pública se confunde o se enfrenta, según los casos, con los intereses de 
sectores socioeconómicos concretos, con intervención o no en el gobierno municipal. Y, por 
supuesto, el objetivo final será comprobar como estas controversias inciden sobre la gestión de 
las tierras públicas, llegando a modificar sus tradicionales formulas de utilización.
Todo ello será analizado en el contexto geográfico de Jerez de la Frontera, localidad con 
un amplio patrimonio de tierras públicas. Mientras que el periodo cronológico será la segunda 
mitad del siglo XVIII, lo que servirá para calibrar el debate sobre baldíos y comunales previo a 
las medidas desamortizadoras del inmediato siglo XIX. 
Para la realización de este trabajo se requiere el recurso a una variedad de fuentes. En 
primer lugar las de carácter estadístico, para conocer la extensión ocupada por las tierras pú-
1 Trabajo financiado por el proyecto HAR2010-21325-C05-03, “Familia, curso de vida y reproducción social en la 
España centromeridional, 1700-1860”.
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blicas, siendo los documentos que componen el Catastro de Ensenada los que aportarán luz a 
esta cuestión. Por otro lado, fuentes político-administrativas como las actas capitulares o de las 
juntas de Propios y Arbitrios ofrecerán los posicionamientos sobre baldíos y comunales de los 
diferentes miembros del cabildo municipal, ratificando unanimidades o reflejando las divergen-
cias. Las voces de los sectores sin participación directa en el gobierno local quedan reflejadas 
en memoriales, recursos y representaciones que son vistas y atendidas o rechazadas por institu-
ciones político-judiciales de ámbito local o estatal.
Baldíos y comunales: de la ambigüedad conceptual a los aprovechamientos concretos.
Cualquier estudio relativo a los bienes rústicos de aprovechamiento público se encuen-
tra con un problema inicial: la enorme cantidad de realidades que se pueden englobar bajo dicha 
idea conceptual. Desde fechas muy tempranas los textos legislativos se han preocupado por ir 
definiendo no el conjunto de las tierras públicas, sino algunas de sus modalidades concretas. 
Ya en las Partidas se intenta una conceptuación jurídica de los bienes comunales. Dicho texto 
apunta:
“Apartadamente son del COMÚN de cada cibdad o villa las fuentes, e las plaças (…), e los 
arenales que son en las riberas de los ríos, e los otros exidos, e las carreras do corren, e los montes 
e las dehesas e todos los otros lugares semejantes de éstos, que son establecidos e otorgados para 
procomunal de cada cibdad o villa o castillo o lugar. Ca todo ome que fuere y morador pueda usar de 
todas estas cosas sobredichas; e son comunales a todos, también a los pobres como a los ricos”2.
De la mencionada ley se desprenden las siguientes conclusiones. Primera, la existencia 
de un conjunto de bienes que son cedidos, donados, por una potestad superior, el monarca, a los 
vecinos, el común, de una determinada localidad. Segunda, que sin definirse claramente la pro-
piedad de tales bienes, se establece el aprovechamiento gratuito de los mismos por los vecinos 
de cada lugar y no otros. Y tercera, no se indica la existencia de instancia administrativa alguna 
que deba velar por la ordenada utilización de los comunales.
A estos aspectos hay que añadir uno sumamente trascendente en los siglos venideros, las 
Partidas no hacen alusión alguna a las tierras baldías, es decir, a aquellas que durante el proceso 
repoblador no fueron asignadas a ninguna persona física o jurídica. La ocupación, aprovecha-
miento e, incluso, la propiedad de estos baldíos será causa permanente de litigios desde finales 
de la Edad Media, especialmente entre los concejos por un lado y los señores y monarquía por 
el otro.
La normativa de la Edad Moderna, la Nueva y la Novísima Recopilación, clarifican 
muy poco las cuestiones planteadas. Inciden en las funciones del monarca: otorgar los bienes 
comunales y la defensa de dicho patrimonio vecinal frente a las usurpaciones. Los cabildos 
municipales, por su parte, obtienen competencias relativas a la custodia y a la administración 
de dichos bienes, entendida ésta como la capacidad de ordenación de los aprovechamientos 
colectivos y cualesquiera otros del patrimonio comunal, función regulada en las ordenanzas 
municipales. Pero los cabildos concejiles no pueden disponer libremente de estos bienes, pues 
no les pertenecen. La titularidad sigue vagamente definida. La Nueva Recopilación dedica a los 
2 Partidas, ley 9, título 28, partida 3.
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bienes comunales el título VII del libro VII, el cual se titula “De los términos públicos y dehe-
sas, montes y pastos de las ciudades, villas y lugares”. La Novísima Recopilación, redactada a 
comienzos del siglo XIX, imbuida del pensamiento regalista de la centuria dieciochesca, dedica 
sus títulos XXIV y XXV del libro VII a “De los montes y plantíos, su conservación y aumento” 
y a “De las dehesas y pastos”, respectivamente, con una indefinida generalidad que posibilita 
la actuación interesada de la corona en este patrimonio comunal.
Si del marco jurídico pasamos a la praxis administrativa detectamos escasas variaciones, 
manteniéndose la indefinida conceptuación legal de los bienes del común y, por extensión, de 
los baldíos. En el siglo XVIII, Santayana, plantea en su obra una pormenorizada relación de los 
bienes comunales que poseían los pueblos, nómina que complementa con una explícita exposi-
ción de los derechos y limitaciones vecinales en el uso de los mencionados bienes3. Pero frente 
a esta claridad deja el autor dos importantes cuestiones sin responder. A quién corresponde la 
propiedad, el dominio, de los bienes comunales. Una y otra vez habla de aprovechamiento, uti-
lización, “del uso de los moradores del pueblo en los bienes comunes”, pero nunca se concreta 
la posesión. Y qué ocurre con los baldíos, que él confunde con los comunales, en detrimento de 
las tesis regalistas que respaldan los derechos de la corona sobre los mismos4.
La historiografía sobre las tierras públicas, incluidos los bienes comunales, comenzó a 
desarrollarse en la segunda mitad del siglo XIX, en especial desde el campo de la historia del 
derecho, preocupada por dilucidar los principios jurídicos en que se fundamentaba la propiedad 
sobre dichas tierras5. Más recientemente, autores como Nieto y Mangas, también desde posi-
cionamientos jurídicos, revitalizaron el debate sobre los orígenes, evolución y “ocaso” de los 
bienes comunales6.
Las investigaciones históricas más actuales, sin obviar del todo las cuestiones jurídicas 
sobre la propiedad, centran su atención en otras cuestiones relevantes del patrimonio comunal. 
Así, interesa conocer la localización geográfica y cuantificación de las tierras públicas. Com-
prender los procesos de privatización que afectan a los comunales y baldíos, tanto en lo que res-
pecta a los aprovechamientos como a la propiedad. Considerar la mediatización fiscal de estos 
bienes realizada por la corona, pero también por los propios concejos y vecinos. Ponderar los 
distintos usos que se dan a estas posesiones comunales, valorando la funcionalidad individual 
y colectiva de cada uno de ellos, así como las modificaciones que se van introduciendo sobre 
la tipología de aprovechamientos. Y, en relación con todo lo anterior, analizar la conflictividad 
que genera la gestión, disfrute y-o explotación de este patrimonio7.
3 SANTAYANA BUSTILLo, L. de (1979). Gobierno político de los pueblos de España, Madrid: I.E.A.L., (edición 
facsímil de la publicada en Zaragoza en 1742), pp. 89-99.
4 Sobre este aspecto de la indefinición jurídica, permitida por las diversas partes implicadas en la gestión y uso de 
las tierras públicas, ver los comentarios de BERNAL, A. M. (1997). “La tierra comunal en Andalucía durante la 
Edad Moderna”, Studia Histórica. Historia Moderna, 16, pp. 102-104.
5 obras pioneras las de CÁRDENAS, F. de (1873). Ensayo sobre la Historia de la propiedad territorial en España, 
Madrid; AZCÁRATE, G. (1879-80). Ensayo sobre la historia del derecho de la propiedad, Madrid; y ALTAMI-
RA, R. (1929). Historia de la propiedad comunal, Madrid.
6 NIETo, A. (1964). Bienes comunales, Madrid; y MANGAS NAVAS, J.M. (1981). El régimen comunal agrario 
de los concejos de Castilla, Madrid.
7 Sobre estos planteamientos inciden las aportaciones de REY CASTELAo, o. (1997). “La propiedad colectiva en 
la España Moderna”; BARREIRo, B. (1997). “Montes comunales y vida campesina en las regiones cantábricas”; 
MARCoS, A. (1997). “Evolución de la propiedad pública municipal en Castilla la Vieja durante la época moder-
na”; BERNAL, A. M. (1997). “La tierra comunal…”; BERNABé, D. (1997). “Bienes rústicos de aprovechamien-
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Otras líneas de investigación recalcan las peculiaridades culturales y sociológicas de los 
comunales, cuya razón de ser no sería otra que mantener a la propia comunidad campesina, ge-
nerando y distribuyendo recursos para su perpetuación, relativizando el concepto de beneficio 
económico8. Y, por último, estarían los estudios que inciden en los aspectos medioambientales 
de las tierras públicas, constituyendo éstas un elemento fundamental para la pervivencia del 
denominado modo de uso de los recursos secundario o campesino9.
Todas las investigaciones descritas coinciden en un tema fundamental: la multiplicidad 
funcional de las tierras colectivas. En principio permitirían acciones de carácter primitivo, tales 
como la recolección de plantas y frutos silvestres, la caza y la pesca, al objeto de complementar 
la alimentación. Fundamental sería el aporte de leña y carbón vegetal como combustible. Y la 
madera de los montes comunales era utilizada para elaborar herramientas de labranza, útiles 
domésticos y elementos constructivos. La actividad ganadera en la Edad Moderna sería difícil 
de sustentar sin contar con las posibilidades de pastos que ofrecen los comunales y baldíos pú-
blicos, así como la montanera para el ganado porcino. Sin olvidar los derechos comunales de 
pasto sobre las propiedades particulares a través de la práctica del espigueo, el agostadero, la 
rebusca o la derrota de mieses. Y, en menor medida, se dan aprovechamientos agrícolas, con la 
puesta en cultivo de algunas de estas tierras.
Pero la múltiple funcionalidad no se queda en lo reseñado. Habría que añadir la opor-
tunidad que estas tierras ofrecían, por diversas fórmulas, de generar recursos financieros para 
la comunidad, ya fuera para atender necesidades propias o, lo más habitual, los requerimientos 
hacendísticos de la monarquía. En este aspecto no hay que subvalorar la funcionalidad de las 
tierras públicas como elemento de acción para mantener el orden y la paz social, que podría 
alterarse por un incremento de la presión fiscal. En esta línea marcada de preservar la conci-
liación social iría el propio reparto de suertes o medidas para ampliar el acceso y disfrute a los 
aprovechamientos comunales.
Añadir, por último, funciones ya adelantadas en el texto: servir de elemento aglutinante, 
aunque no exento de fricciones, para la comunidad. O las de carácter ecológico, así la conser-
vación de usos agrícola-ganaderos sustentables y la necesidad de mantener el equilibrio de los 
convertidores biológicos.
Ejemplos de esta significativa multiplicidad funcional se podrán detectar en el estudio 
concreto del caso de Jerez de la Frontera.
to público en la Valencia Moderna”, que conforman el informe “La propiedad colectiva en la España Moderna”. 
Studia histórica. Historia Moderna, 16, pp. 5-151. La intervención de la corona sobre los comunales y baldíos y 
sus consecuencias en VASSBERG, D. E. (1984). La venta de tierras baldías. El comunitarismo agrario y la Co-
rona de Castilla durante el siglo XVI, Madrid.
8 En esta línea los trabajos de ESTEVE, F.; HERNANDo, J. “Régimen comunal y economía moral en el Antiguo 
Régimen. La lenta transformación de los derechos de propiedad en Madrid, ss. XV-XVIII” y de Tine de MooR. 
“La función del común. La trayectoria de un comunal en Flandes durante los siglos XVIII y XIX”, ambos recogi-
dos en CoNGoST, R.; LENA, J. M. (2007). Campos cerrados, debates abiertos. Análisis histórico y propiedad de 
la tierra en Europa (ss. XVI-XIX. Pamplona: UPN, pp. 111-139 y 173-200.
9 Sobre ello GRUPO DE ESTUDIOS AGRARIOS. (2003). “Modos de uso y protesta social en los montes andalu-
ces, 1750-1930. Algunos estudios de caso”. En Sebastián, J. A. y Uriarte, R. (eds.). Historia y economía del bosque 
en la Europa del sur (ss. XVIII-XX. Zaragoza: SEHA-Universidad de Zaragoza, pp. 161-189.
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La trascendencia de las tierras públicas en la economía de Jerez de la Frontera
La localidad andaluza de Jerez de la Frontera tenía en la Edad Moderna el tercer tér-
mino municipal de España en extensión, con una superficie de 141.600 Ha.10. Según las Res-
puestas Generales del Catastro de Ensenada las tierras del término ocupaban una extensión de 
120.649,6 Ha.11, por lo que se produce un déficit sobre la superficie reconocida actualmente de 
20.950,4 Ha., lo que implica una reducción del 14,8%12. Es cierto que hay que descontar unas 
3.000 Ha. ocupadas por caminos, abrevaderos y el propio casco urbano, Pero, aún así, falta-
rían sobre 18.000 Ha., cifra muy significativa y que ya sólo cabría atribuir, por un lado, a las 
dificultades, errores y redondeos en las mediciones en una localidad como Jerez, con amplios 
dominios públicos, ubicados en zonas montuosas de difícil acceso. Y, en menor medida, a las 
posibles ocultaciones o falsedades en los datos aportados por los propietarios al realizar sus 
declaraciones.
De la mencionada superficie total del término hasta un 41,35%, lo que equivale a 49.895 
Ha., son tierras concejiles, comunales o baldías. El porcentaje no es extraño, otros estudios para 
diferentes ámbitos geográficos apuntan datos bastantes semejantes13. Lo que llama la atención 
es que se mantenga tan alto a finales de la Edad Moderna, después de soportar dichas tierras 
durante tres siglos la erosión continua por las vías de la usurpación, composición o enajenación. 
En efecto, desde el siglo XV la documentación recoge referencias a los procesos para averiguar 
el terrazgo público que había sido ocupado por vecinos de toda condición social, pesquisas que 
a veces no pasaban del trámite de recogida de información, en otras se procedía a la reintegra-
ción al patrimonio común y, en ocasiones, daban lugar a expedientes de composición, pasando 
la tierra a propiedad del usurpador previo pago de un justiprecio, fórmula que se hizo habitual 
y que, de alguna manera, alentaba a continuar con las usurpaciones14.
10 Datos de 1981 recogidos en CENTRo DE ESTUDIoS TERRIToRIALES Y URBANoS. (1990). Caracte-
rísticas y evolución socioeconómicas de las comarcas andaluzas, Sevilla, p. 86. Pero la superficie varía según la 
fuente documental utilizada. LoZANo, L. (2001). La tierra es nuestra. Retrato del agro jerezano en la crisis del 
Antiguo Régimen. Cádiz: Universidad de Cádiz y Diputación de Cádiz, pp. 29-34, ofrece distintas mediciones y 
las comenta.
11 Las Respuestas Generales de Jerez de la Frontera en Archivo General de Simancas (A.G.S.), Dirección General 
de Rentas, Libro 563, ff. 967-1058. Se complementan con las Respuestas Generales de los despoblados del térmi-
no localizadas en Archivo Municipal de Jerez de la Frontera (A.M.J.F.), Histórico, C. 1, nº 19 (Arquillos), C. 15, 
nº 6 (Pozuela) y C.15, nº 7 (Tempul). La documentación catastral de Jerez de la Frontera utiliza como medida la 
aranzada (arz.) de 400 estadales equivalente a 4.471,9 m2. Para poder comparar con otras poblaciones se ha optado 
por la conversión en hectáreas (Ha.). 1 arz. = 0,4472 Ha.; y 1 Ha. = 2,2361 arz.
12 Este porcentaje no computado es similar al 16,8% de superficie no evaluada en el conjunto de Andalucía, según 
ARToLA, M.; BERNAL, A.M. y CoNTRERAS, J. (1978). El latifundio. Propiedad y explotación, siglos XVIII-
XX, Madrid, p. 28; y al 17,8% que se daba en Carmona, según CRUZ VILLALóN, J. (1980). Propiedad y uso de 
la tierra en la Baja Andalucía. Carmona, siglos XVIII-XIX. Madrid: p. 54.
13 Para el conjunto de la provincia de Cádiz CABRAL, A. (1995). Propiedad comunal y repartos de tierras en 
Cádiz (ss. XV-XIX). Cádiz: Universidad y Diputación, p.124, da la cifra de un 42,13%; LINARES, A.M. (1995). 
“De la apropiación del usufructo a la privatización de la superficie. Las tierras concejiles en la Baja Extremadura 
(1750-1850)”. Noticiario de Historia Agraria, 9, pp. 87-127, para 17 pueblos de Extremadura indica un 50,1%; 
MARCoS, A. (1997). Op. cit., p. 69, señala un 40,1% en la vega baja del Esla. En la cornisa cantábrica los datos 
se disparan, por término medio, hasta el 75-85% según BARREIRo, B. (1997). Op. cit., pp. 26-32.
14 Interesante el estudio de CARMoNA, Mª. A. (1995). Usurpación de tierras y derechos comunales en Sevilla y 
su “tierra” durante el siglo XV. Madrid. PéREZ CEBADA, J.D. (1997). Estructura agraria, poder local y dere-
chos de propiedad: la gran propiedad agraria jerezana (ss. XIII-XVIII), tesis doctoral inédita, recoge en el capítulo 
III, los procesos llevados a cabo en Jerez los años 1434, 1523, 1552, 1639 y 1676 con un total de 334 denuncias 
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Junto a la composición, preferentemente en el periodo comprendido entre 1550 y 1650, 
también se efectuaron ventas directas de terrenos baldíos o comunales no usurpados previamen-
te. Las composiciones y enajenaciones fueron realizadas por comisionados reales cuyo objetivo 
final no era otro que el de obtener fondos para la hacienda estatal. Es difícil precisar el número 
de hectáreas de tierras comunales que se privatizaron en Jerez de la Frontera en los siglos XVI 
y XVII ya que las fuentes son fragmentarias y contradictorias, pero la extensión no debió de 
bajar de las 10.000 Ha., tan sólo el comisionado que actuó entre 1583 y 1588 llegó a vender más 
de 5.000 Ha.15. Frente a esta pérdida de patrimonio comunal no faltaron las protestas, siendo 
planteadas en el concejo municipal que se erige como defensor del comunal. Tanto es así, que 
en el año 1588 a fin de paralizar las ventas el ayuntamiento no dudó en ofrecer a la Corona un 
cuantioso donativo de 21.500 ducados. Con dicho pago la localidad de Jerez logró, primero, 
frenar de forma momentánea las enajenaciones y, segundo, tener un argumento jurídico para 
contradecir, no siempre con éxito, los nuevos procesos de ventas planteados en el siglo XVII.
En la tabla 1 se aprecia la distribución de las tierras públicas de Jerez de la Frontera, con 
datos del Catastro de Ensenada, según su condición jurídica y los aprovechamientos a las que 
eran destinadas.
Tabla 1. Tierras públicas de Jerez de la Frontera en 1752 (en Ha.)
Usos Propios Arbitrios Comunales Total
Sembradura 50,5 1.529,5 1.950,0 3.530,0
Pastos 805,0 7.808,0 14.705,0 23.318,0
Pastos reservados 0,0 0,0 8.532,0 8.532,0
Bellota 2.146,5 10.008,5 0,0 12.155,0
Improductiva 0,0 0,0 2.360,0 2.360,0
Totales 3.002,0 19.346,0 27.547,0 49.895,0
Tan sólo una pequeña parte de las tierras públicas jerezanas, el 6%, tenía la categoría de 
Propios, cuyo origen no se detalla, indicándose que lo eran “desde tiempo inmemorial”. Esta 
escasez de bienes rústicos propiedad del municipio, cuya consecuencia inmediata fue el déficit 
presupuestario y el endeudamiento, obligó desde fechas muy tempranas a recurrir al auxilio 
de medios extraordinarios, es por ello que a mediados del siglo XVIII se contabilice un 38,8% 
del terrazgo público en situación de “arbitrado”. La quiebra del encabezamiento de la alcabala, 
con una deuda al fisco real de 350.000 reales, fue la que obligó a arbitrar, en 1612, un total de 
1.650 Ha. de pastos y 2.100 Ha. de fruto de bellota, posteriores débitos y el pago de donativos, 
de usurpaciones.
15 PéREZ CEBADA, J.D. (1997). Op. cit., cap. III, documenta hasta 8.350 Ha., mientras que CABRAL, A. (1995). 
Op. cit., pp. 87 y 96, recopila hasta 9.600 Ha., en ambos casos sólo se ofrecen ejemplos destacados, sin intención 
de cerrar la cuestión. El fenómeno fue generalizado, por ejemplo las ventas llevadas a cabo en la “tierra” de Ma-
drid en ESTEVE, F.; HERNANDo, J. (2007). Op. cit., pp. 188-193. Un resumen general para el siglo XVI en 
VASSBERG, D.E. (1984). Op. cit.
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perpetuaron en el tiempo este arbitrio. Por otro lado, deudas de los servicios ordinario y extraor-
dinario conllevaron, en 1696, que otras 1.750 Ha. de pastos y 7.900 Ha. de arbolado de bellota 
se arbitraran, tierras que también se consolidarían en dicha tipología16. La nómina de terrenos 
arbitrados se completa con las 1.529 Ha. de sembradura, de las cuales la documentación sólo 
hace referencia a que lo estaban, de forma temporal, para sufragar los gastos originados por 
unas “obras públicas”; y con 4.400 Ha. de pastos, cuya calificación como tierras arbitradas no 
es totalmente correcta. Se trataba de 6 dehesas en las que el aprovechamiento de las bellotas si 
estaba arbitrado, y así se ha computado en los datos anteriores, pero las zonas libres de arbole-
da, que podían servir como pastizales, en verdad eran baldíos de uso comunal, quizás acotados 
mientras duraba la montanera de octubre a enero.
Por último, el 55,2% de las tierras públicas son consideradas como comunales, en cuanto 
al uso, ya que en lo respectivo a la propiedad se mantiene el debate sobre si la titularidad corres-
ponde al concejo de Jerez o a la Corona. En este grupo se encuentran 2.360 Ha. consideradas 
improductivas (principalmente marismas), aunque no era extraño que sirvieran como zonas de 
pasto o de descansadero. otras 1.950 Ha. se señalan como de sembradura, aunque, como se ha 
podido comprobar, en este caso con dicha tipología lo que se indica es la disposición de dicho 
terrazgo para ser cultivado, siendo en la práctica aprovechadas como pastizales. Las restantes 
23.237 Ha. de comunales servían como pastos para el ganado de los vecinos, aunque con una 
división, ya que hasta 8.532 Ha., un 36,7% del total, tenían uso reservado para determinado tipo 
de animales. Así, las dehesas de yeguas con 5.830 Ha. se llevaban la mayor parte; le seguía la 
dehesa boyal con 2.145 Ha.; y con menor entidad la dehesa del ganado de la carnicería, con 330 
Ha., y la dehesas de potros, con 225 Ha. de superficie.
En resumen, y con las rectificaciones señaladas, el aprovechamiento de las tierras co-
lectivas de Jerez a mediados del siglo XVIII quedaría de la siguiente forma. Una extensión 
ínfima, un 3,1%, serían las únicas tierras sembradas, todas de Propios y arbitrios, cuyo disfrute 
correspondía a dos arrendatarios. Un 24,4% de todas las tierras tendrían como aprovechamiento 
el fruto de bellota, dándose la circunstancia de que su totalidad, acentuado ello porque en el 
término no existían más arboledas que éstas, se encontraba bajo la administración del cabildo 
municipal, como Propios o arbitrios, que procedía al arrendamiento de las dehesas mediante su-
bastas al mejor postor, por lo que un máximo de 15 individuos lograban introducir sus cerdos en 
las mismas. Finalmente, un 72,5% de las tierras públicas se aprovecharían como pastizales (in-
cluidas las inútiles). En ellas cabría distinguir, por una parte, el 8,4% perteneciente a los Propios 
y arbitrios, que se gestiona mediante arrendamiento en subasta, y cuyo número de beneficiarios 
no sobrepasaba los 12. También estaría el 17,1% de las dehesas de pastos reservadas para las 
distintas especies ganaderas. No hay datos del número de vecinos que utilizaban las dehesas de 
potros, boyal o de la carnicería17; pero si se cuenta con una completa información sobre quienes 
hacían uso de las fincas destinadas a las yeguas. Existía en la localidad un gremio de criadores 
de yeguas, el cual estaba conformado, en 1769, por 155 individuos, de los cuales 101 no alcan-
zaban las 40 cabezas de la media del conjunto, mientras que un pequeño grupo de 11 criadores, 
con más de 100 cabezas cada uno, acaparaba el 31% de todas las yeguas. Es decir, 155 vecinos 
16 Información sobre estos dos arbitrios en A.M.J.F., Histórico, Cajón 12, exp. 29.
17 En 1789 se aprobó que la dehesa de la Carnicería fuera utilizada también por los carreteros. A.M.J.F., Actas 
Capitulares (A.C.), cabildo 31-10-1789, f. 262.
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se beneficiaban de las dehesas de yeguas, pero, por supuesto, cada uno en proporción al número 
de reses que poseía18. Y quedaría un 47% de tierras de pastos que, en el marco de las normas 
elaboradas por el concejo municipal, serían de uso gratuito por el conjunto de los vecinos.
¿Eran muchas o pocas estas tierras de pastos comunales de libre uso?. El 47% reseñado 
serían unas 23.450 Ha., en las que tendrían opción de pastar 16.292 cabezas de vacuno, 3.774 
asnal, 424 mular, 44.986 ovino y 22.377 caprino19. Si según costumbre de la época eran nece-
sarias 1,34 Ha. por cabeza mayor y la misma cantidad por cada 10 cabezas menores, el ganado 
reseñado precisaba para su sustento un total de 36.500 Ha., por lo que el déficit ronda las 13.000 
Ha., de aquí las continuas quejas recogidas en la documentación sobre la falta de terrenos de 
pastos en Jerez y la obligación de conservar los existentes. Unas lamentaciones que, si tenemos 
en cuenta otros terrazgos de pastos, así las 3.400 Ha. que arrendaba el ayuntamiento, las 7.750 
Ha. de propiedad particular y, en especial, las 18.500 Ha. de las hojas de barbecho holgón en 
las tierras de sembradura al tercio20, quedarían bastante matizadas. De todas formas la situación 
plantea un equilibrio inestable fácil de alterar, prueba de ello serán los cambios producidos en 
la segunda mitad del siglo XVIII que se comentan a continuación.
Eficiencia, utilidad y equidad en la gestión de las tierras públicas de Jerez de la Frontera
El panorama descrito de las tierras públicas de Jerez de la Frontera a mediados del siglo 
XVIII se venía manteniendo, con mínimas alteraciones en su superficie, usos y tipo de adminis-
tración, desde la década de los 40 del siglo XVII. Esta situación de estabilidad se va a romper 
durante la segunda mitad del siglo XVIII, debido a la incidencia de múltiples factores, lo que 
provocará cambios significativos en el régimen de dicho patrimonio.
Para De Moor, la gestión de los comunales era cuestión de equilibrar, de interaccionar, 
tres variables: la eficiencia (que vincula el nivel de aprovechamiento con la explotación soste-
nible de los recursos); la utilidad (que relaciona los recursos con las necesidades de los usua-
rios); y la equidad (que articula el grado de participación de los usuarios en la administración y 
disfrute de los recursos)21.
Con respecto a la equidad, señalar como en Jerez la gestión de las tierras públicas había 
pasado a depender del cabildo municipal, lo que dejaba la toma de decisiones en manos de los 
miembros de las selectas familias nobles de la localidad que habían adquirido la “propiedad” 
de los oficios concejiles de gobierno. Tan sólo en las dehesas de yeguas el poder de decisión del 
concejo municipal se veía condicionado por la intervención del gremio de criadores. Durante el 
reinado de Carlos III se pusieron en ejecución algunas reformas que afectan a la administración 
local, destacando la creación de las Juntas de Propios y Arbitrios en 1760 y el establecimiento 
de los cargos electos de diputados del común y síndico personero en 1766. Ambas reformas 
inciden en la gestión de las tierras públicas, ya que la administración de éstas pasará a ser com-
18 Los datos sobre criadores de yeguas en A.M.J.F., Histórico, Cajón 5, nº 43.
19 Catastro de Ensenada, mapas generales del Reino de Sevilla, A.H.N., Hacienda, libro 7.496. No contabilizamos 
el ganado caballar y porcino (que tiene sus propias dehesas).
20 Muy acertados los planteamientos de LóPEZ MARTÍNEZ, A.L. (2007). “Ganadería, cerramientos y sistema de 
cultivo al tercio en los latifundios andaluces”. En Congost, R. y Lana, J.M. (eds.), Op. cit, pp. 311-325, al señalar 
la relación entre la necesidad de pastos y el cambio de sistema de cultivo de año y vez al tercio.
21 DE MOOR, T. (2007). Op. cit., pp. 118 y 124.
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petencia de la mencionada Junta, en cuya composición los nuevos cargos son mayoría sobre los 
antiguos regidores. Los puntuales conflictos entre Junta y Ayuntamiento muestran a las claras 
la existencia de dos opciones diferenciadas de gestión de dichos recursos. Así, por ejemplo, 
los diputados, desde el mismo año de su implantación, iniciaron expedientes de denuncias por 
usurpaciones de baldíos y comunales, evidenciando la pasividad de los capitulares perpetuos en 
este tema22. Igualmente, en 1799, se produce un fuerte enfrentamiento al desautorizar el cabildo 
municipal los repartos de tierras baldías realizados por la Junta de Propios y Arbitrios23.
Si la equidad no es una cualidad de la gestión, tampoco parece serlo del uso de los apro-
vechamientos. En el caso de los baldíos y comunales su acceso y disfrute es general y gratuito, 
permitiéndose a cada vecino introducir todo el ganado que poseyera, ya fuera una cabeza o un 
rebaño, planteamiento que no deja de favorecer al que más tiene. Pero además, se detecta en la 
documentación la práctica por el concejo de otorgar licencias para establecer en los comunes 
hatos y ahijaderos para el uso exclusivo de determinados ganaderos, todos ellos, casualmente, 
miembros preeminentes de la sociedad y dueños de numerosas manadas. Y que llegan, incluso, 
a negociar con estos bienes comunales24.
En las tierras de Propios y arbitradas se utilizaba el sistema de subasta al mejor postor 
como fórmula de acceso, lo que limitaba el usufructo de las mismas a no más de 25 arrenda-
tarios. La legislación sobre repartos de tierras concejiles emitida entre 1766 y 1770 pretendía, 
entre otros objetivos, alterar esta situación al posibilitar el acceso a la tierra a elementos sociales 
hasta entonces excluidos. Recordar que esta legislación no modificaba el régimen jurídico de la 
propiedad, tan sólo el de la gestión del usufructo, y que sólo afectaba a las tierras de propios y 
arbitradas y no a las comunales25. La aplicación de esta normativa en Jerez no modificó de for-
ma sustancial la realidad previa. Las tierras de labor fueron repartidas, en 1768, a un total de 57 
braceros y yunteros, pero al cabo de 3 años tan sólo quedaban 8 pequeños arrendatarios. Las 11 
dehesas de pastos fueron “repartidas” entre 11 grandes ganaderos, sin atender la normativa que 
establecía que se distribuyeran a prorrata entre todos los que tuvieran ganados. Mientras que 
en las dehesas de bellotas si hubo una ampliación de los beneficiarios, al acordarse el prorrateo 
entre los criadores según el números de cerdos que poseyeran y la cabida de las dehesas. Por 
ello se incremento el número de usufructuarios de los 19 iniciales hasta una horquilla de entre 
30 y 90, según las anualidades26.
La eficiencia en la gestión se planteaba desde la perspectiva de evitar la sobreexplota-
ción de los recursos y, por lo tanto, asegurar su conservación. La regulación de los aprovecha-
mientos de los recursos comunales se encuentra en los capítulos de las ordenanzas promulgadas 
en los siglo XV y XVI y que, en sus grandes líneas, se mantuvieron a lo largo de la Edad Mo-
derna. En ellas se defiende el uso de los comunales de forma exclusiva por los vecinos de Jerez, 
contrariando, por ejemplo, los tradicionales derechos de comunidad de pastos argumentados 
22 Destaca la labor del síndico personero de 1786 D. Ruperto López. A.M.J.F., legs. 4.449-4.456.
23 Este asunto en A.M.J.F., A.C., cabildos 17-6-1799 y 13-11-1799, ff. 118 y 180.
24 El convento de la Trinidad pedía un ahijadero que ya usufructuaba o que “interinamente ha nombrado, en con-
formidad de la inmemorial costumbre, vecino de esta ciudad bienhechor del convento que ponga allí sus gana-
dos”. A.M.J.F., leg. 165, exp. 5.002. 
25 Sobre estas cuestiones GoNZÁLEZ BELTRÁN, J. (1991). Reformismo y administración local en la provincia 
de Cádiz durante el reinado de Carlos III, Jerez de la Frontera: Caja de Ahorros de Jerez, pp. 406-486.
26 Ibidem, pp. 474-484.
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por las localidades colindantes27. Del mismo modo, se condiciona el libre uso de los aprove-
chamientos estableciendo límites temporales (periodos de veda para la caza, campañas de reco-
gida de productos silvestres, temporadas de acotamiento de pastos)28, exigiendo la tramitación 
previa de permisos, delimitando zonas exclusivas para determinados animales u obligando a 
seguir concretos métodos de explotación29. Y, fundamental, se persigue, aunque no siempre 
con severidad, las usurpaciones de los bienes comunales. Tan sólo en el periodo de 1754-1790 
se detectan, y la información no es completa, procesos para reintegrar unas 886 Ha. de tierras 
ocupadas, que involucran a 220 individuos, destacando las pequeñas usurpaciones realizadas 
por los colmeneros30.
La utilidad es el elemento de los tres mencionados que más condiciona la gestión. Este 
concepto responde a la idea de relacionar los recursos existentes con las necesidades de los 
usuarios. Pero, como ya se ha comentado, la dirección de los dichos recursos es competencia 
del cabildo municipal y no de los beneficiarios directos de los aprovechamientos públicos. Y 
esta es una cuestión esencial, puesto que para los miembros del gobierno local la utilidad puede 
responder a otras “necesidades” distintas de las de los usuarios, que irían desde las propias per-
sonales hasta las generales de la comunidad. Es decir, desde los intereses privados al llamado 
bien común. Y esta dicotomía se detecta claramente en la documentación manejada.
Por un lado, los regidores perpetuos, cuyas familias acaparaban 29.140 Ha., el 41,1% 
de las tierras del municipio que no eran públicas, mantuvieron una línea de actuación política 
preferente que tenía como objetivo preservar los comunales, no sólo en su integridad, sino 
también con su aprovechamiento preferente como pastizal gratuito. Ello les beneficiaba tanto si 
eran grandes labradores, pues se ahorraban el arrendamiento de dehesas de pastos para alimen-
tar sus ganados, como si procedían a arrendar sus propiedades, ya que la existencia de pastos 
públicos colindantes les permitía solicitar mayores rentas por ellas. Esta defensa del comunal 
tiene su mejor exponente en la oposición del cabildo a la sentencia definitiva dada, en 1767, 
por el Consejo de Castilla favorable al Colegio de Santo Tomás de Sevilla y al mayorazgo de 
quincoces, ambos compradores de tierras públicas de la localidad en el siglo XVII, para que 
tomaran posesión de sus adquisiciones. Durante todo el año 1768 los capitulares de Jerez se 
opusieron a la ejecución de lo mandado por el alto tribunal del reino, pero, tras acudir el alcalde 
mayor de Cádiz y decretarse una multa de 1.000 ducados contra los que estorbaran la posesión, 
no tuvieron más remedio que ceder, aunque entablando un nuevo pleito sin resultado positivo31. 
La sentencia favorable a dichos compradores reactivó recursos pendientes por parte de otros 
individuos e instituciones en la misma situación, todos los cuales lograron posesionarse de los 
terrenos adquiridos hacía ya más de un siglo. En total, entre 1769 y 1789, estas actuaciones 
posibilitaron que 4.250 Ha. de comunales pasaran a manos privadas.
27 En 1755 y 1768 el cabildo apeló las sentencias que daban comunidad de pastos en Jerez a los vecinos de Puerto 
Real y de Algar respectivamente. A.M.J.F., A.C., cabildos 13-11-1755, f. 584 y 16-12-1768, f. 342.
28 Sobre este aspecto PÉREZ CEBADA, J.D. (2007). “Los costes sociales de los cercamientos de tierras en Anda-
lucía Occidental”. En Congost, R. y Lana, J.M. (eds.), Op. cit, pp. 332-333.
29 Así, las tierras de labor arrendadas debían ser cultivado con el sistema de año y vez, con un año de barbecho.
30 Las denuncias contra estos son reiteradas. A.M.J.F., leg. 142, exps. 4.354-4.443.
31 El desarrollo de los acontecimientos en A.M.J.F., A.C., cabildos de 7-1-1767, ff. 19-23; 12-2-1768, ff. 54-57; 
18-5-1768, f. 123; 8-10-1768, ff. 269-272; 15-10-1768, ff. 291-294; 11-1-1769, ff. 15-19.
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En 1755 otro hecho relacionado con la defensa de la integridad de los comunales puso al 
descubierto intereses enfrentados en el seno del grupo de gobierno local. Así, con la finalidad de 
sufragar determinadas obras públicas en la localidad, y, ante la dificultad de encontrar arrenda-
dores para las tierras arbitradas para dicho fin, se emitió una real orden que permitía la venta de 
dichas tierras, 12.000 Ha. de terreno comunal, de las cuales, al final se enajenaron 10.000 Ha. a 
tan sólo 6 compradores, 5 de ellos comerciantes de ciudades vecinas. Parte de los regidores se 
oponían a la enajenación, por lo que boicoteaban la ejecución de la orden no asistiendo al cabil-
do e impidiendo que se diera el quórum preciso. El corregidor, apoyado por otros regidores, no 
dudó en forzar la situación, habilitando el cabildo sin el quórum necesario. Además, para evitar 
la latente oposición se procedió a designar por el rey una junta especial formada por el corregi-
dor, 3 veinticuatros, un escribano y un ingeniero, la cual trataría todo el proceso de las ventas. 
A los capitulares descontentos sólo les quedo la opción de molestar a los compradores durante 
años, negándoles la comunidad de pasto, prohibiéndoles poner palomares o no defendiéndolos 
de la intromisión de ganados en sus tierras32.
Para terminar, en 1781 el gobierno local se encontró con la obligación de tener que reali-
zar un repartimiento entre la población para abonar la extraordinaria contribución exigida por el 
Estado. La utilidad del comunal, como ya había ocurrido en el siglo XVII, se transforma y para 
evitar un repartimiento directo sobre la riqueza siempre problemático, prevalece la necesidad 
fiscal de la “comunidad”, sobre la de los beneficiarios directos de las tierras públicas. La solu-
ción adoptada consiste en arrendar varias dehesas públicas de pastos y arboleda de bellota, con 
una superficie total de 3.575 Ha., pero con una peculiaridad novedosa, al permitir a los arrenda-
tarios cambiar los tradicionales sistemas de aprovechamiento, procediendo a su desmonte y su 
cultivo, en detrimento de la actividad ganadera. Aunque en principio el arriendo sólo era por 7 
años, cuando llegó su conclusión se decidió, a pesar de las protestas de los ganaderos desaloja-
dos, prorrogarlo hasta que la deuda con la hacienda estatal no estuviera totalmente pagada33.
En resumen, se ha podido comprobar como la gestión de las tierras públicas no se pue-
de analizar desde un único punto de vista. Está claro que la pérdida de comunal en Jerez en 
la segunda mitad del siglo XVIII no responde a cuestiones exclusivamente locales, donde se 
conjugan los intereses de los usuarios efectivos, de los posibles usuarios y de los gestores invo-
lucrados o no en los aprovechamientos de las tierras públicas. También influyen las directrices 
del Estado, ajeno a la actividad económica del municipio, y las apetencias de tierras de determi-
nados grupos, desde jornaleros a grandes propietarios, deseosos de controlar por sí mismos una 
parte de los comunales, ya sea, según los casos, una ínfima parcela o una extensión considera-
ble. Y ello sin obviar a los comerciantes de la cercana bahía de Cádiz que buscan invertir sus 
ganancias del tráfico mercantil en un valor seguro, y productor de honor, como es la tierra. Por 
otra parte estaría la cuestión de la utilidad de las tierras comunales, que no se reduce a la mera 
explotación directa agrícola-ganadera, sino que se convierte, cuando es preciso, en un activo 
financiero para sufragar o garantizar el pago de contribuciones y cargas estatales, permitiendo 
atenuar la presión fiscal directa sobre el vecindario. Una decisión que corresponde tomar a los 
miembros del concejo municipal, que son los que interpretan dicha utilidad. Por último, otras 
32 Sobre esta cuestión A.M.J.F., leg. 151, exp. 4596; A.C., cabildos de 15-3-1755, ff. 476-478 y 26-4-1771, ff. 
107-111.
33 Este asunto en A.M.J.F., A.C., cabildos 4-5-1781, f. 100 y 3-9-1788, f. 187.
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cuestiones tales como la eficiencia en la gestión de los recursos o la equidad en el uso de los 
aprovechamientos también se ven influenciados por los aspectos hacendísticos, que se convier-
ten en el pretexto perfecto para cambiar los usos de las tierras públicas y modificar las formas de 
acceso a las mismas, restringiendo su aprovechamiento a un número menor de beneficiarios.
[índiCe]
